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AGENCIAS EN DERECHO – LA SOLIDARIDAD NO OPERA PARA LAS COSTAS - El Código General del Proceso dispone en su artículo 365, la condena en costas a la parte vencida en juicio o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o la mala fe.
(…)

Puestas así las cosas, de acuerdo con las circunstancias relevantes que tuvieron lugar en el trámite de la primera instancia y que fueron analizadas en precedencia, las agencias en derecho fijadas inicialmente fueron bien tasadas por la juez de primer grado, que otorgó un 15.21% de la condena impuesta a Policlínico Ejesalud S.A.

Respecto a las costas de segundo grado, tampoco merece objeción el monto considerado por éste concepto, pues alcanzó el 1.74%, del hasta el 5% que faculta la norma, porcentaje que, de acuerdo con la sinopsis que del caso se hizo con antelación, atiende los criterios considerados por el legislador para calcular éstos conceptos.

Ahora, resulta extraño que la parte actora reclame como porcentaje ajustado a derecho el 10% de las condenas impuestas, cuando en realidad lo otorgado fue el 16.91%; no obstante, a pesar de ser ese su querer, no puede la Sala acceder a la misma, en virtud al principio de no reformatio inpejus.

En cuanto a la solidaridad que reclama se declare en contra de la Nueva EPS en relación con la condena total de costas y agencias en derecho, se precisa que aparte de resultar extemporánea tal aspiración, pues debió ser formulada a través del recurso de apelación contra la sentencia que impuso dicha carga a las llamadas a juicio, la misma no resulta procedente en la medida en que el artículo 34 del C.S.T. establece que el beneficiario o dueño de la obra es solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores, más no hace referencia a ningún otro concepto.
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Pereira, treinta y uno de julio de dos mil diecisiete
Acta número    de 31 de julio de 2017
En la fecha, procede la Sala No 2º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto de fecha 23 de enero de 2017 por medio del cual el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito aprobó la liquidación de las costas dentro del proceso ordinario laboral que LAURA FERNANDA MORALES ARIZA promueve al POLICLÍNICO EJESALUD S.A.S. y la NUEVA E.P.S., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00260-02.

ANTECEDENTES

Mediante sentencia proferida el día 12 de octubre de 2016, esta Corporación confirmó la decisión de primer grado por medio de la cual se reconoció la existencia de un contrato de trabajo entre la señora Morales Ariza y el Policlínico Eje Salud S.A.S., el cual finalizo sin que mediara justa causa.  
Como consecuencia de éstas declaraciones la sociedad accionada fue condena a pagar la suma de $6.924.080.18, por concepto de salarios adeudados, prestaciones sociales, vacaciones e indemnización por despido sin justa causa; $45.160,50 diarios por los primeros 24 meses después de finalizado el vínculo laboral y a partir del mes 25 intereses moratorios a la tasa máxima certificada por la Superintendencia Financiera como sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T. y los aportes adeudados a la seguridad social en pensiones.  Frente a tales obligaciones, también determinó la a quo que la Nueva EPS S.A. era solidariamente responsable.  En ambas instancia se condenó en costas a las accionadas en un 100%
A folios 274 obra el auto por medio del cual el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito fijó las agencias en derecho por el trámite de segunda instancia por valor de $689.454, señalando que las de primer grado habían sido determinadas en la audiencia que tuvo lugar el 22 de julio de 2015 en la suma de $6.000.000.  Ambas cifras fueron aprobadas mediante providencia de fecha 23 de enero de 2017.

Inconforme con la suma reconocida por dicho concepto, la parte actora interpuso recurso de reposición y en subsidio el apelación indicando, luego de citar la normatividad que regula la fijación de agencias en derecho, esto es, el Acuerdo 1887 de 2003, que aquélla no guarda relación con la duración del trámite, el cual inició el mes de mayo de 2014 y término en octubre de 2016, la complejidad del asunto y la condena lograda a favor de la trabajadora, la cual estima en $41.363.744.
Refiere que la norma que regula el asunto establece para el caso bajo análisis, el reconocimiento de un porcentaje de hasta el 20% de la condena impuesta a título de agencias en derecho, lo que equivaldría a $8.272.488, guarismo que en nada se equipara a la fijada por la juez de primer grado, esto es, $6.689.454, de los cuales sólo tiene la posibilidad de cobrar $3.371.727, dado que la solidaridad no se declaró respecto a las costas procesales.
Por lo expuesto, solicita que se modifiquen las agencias en derecho tasadas, a una suma equivalente al 10% de la condena impuesta, frente a las cuales debe declararse que la Nueva EPS es solidaria en su totalidad.
El Juzgado, en auto de fecha 20 de febrero del año que avanza, consideró que la cifra calculada a título de agencias en derecho se ajustó a los criterios establecidos por las normas procesales, por lo tanto no efectúo modificación alguna.  Respecto a la solidaridad pretendida, sostuvo que la misma sólo fue declarada en relación con las acreencias laborales, por lo que no puede darse a dicho beneficio el alcance que aspira la parte actora. 

FIJACION DE AGENCIAS EN DERECHO   

El Código General del Proceso dispone en su artículo 365, la condena en costas a la parte vencida en juicio o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o la mala fe.

Es indiscutible, que para establecer el valor de las costas, deben observarse las circunstancias propias del debate procesal. Así lo prevé el artículo 366 ibídem, que en su numeral 4º dispone: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.”
El Acuerdo 1887 de 2003, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece las siguientes tarifas en procesos ordinarios, a favor del trabajador, para la primera instancia: “Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. (...) En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes. “(...), para la segunda instancia: “Hasta el cinco por ciento (5%) del valor de las pretensiones confirmadas o revocadas total o parcialmente en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes”.

La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.

2. RESPONSABILIDAD SOLIDARIA
Señala el artículo 34 del C.S.T. que son contratistas independientes y, por tanto, verdaderos patronos y no representantes ni intermediarios las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva.  Pero el beneficiario del trabajo o el dueño de la obra, a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio, será solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores, solidaridad que no obsta para que el beneficiario estipule con el contratista las garantías del caso o para que repita contra él lo pagado a esos trabajadores.

3. EL CASO CONCRETO

En la sentencia de primer grado, la cual fue confirmada por esta Corporación el 12 octubre de 2016, se condenó a Policlinico Ejesalud S.A.S. al pago de la suma de $6.924.080.18 por concepto de salarios adeudados, prestaciones sociales, vacaciones e indemnización por despido sin justa causa; $32.515.560, a título de indemnización moratoria liquidada desde el 15 de febrero de 2013 al 15 de febrero de 2015 e intereses moratorios tasados a partir del 16 de febrero de 2015 y hasta que se haga efectivo el pago del capital debido y los aportes adeudados a la seguridad social en pensiones.
En consideración con lo expuesto, son los incisos 3º y 5º del numeral 2.1.1. del artículo 6º del Acuerdo 1887 de 2003, en armonía con el artículo 366 del C.G.P. las disposiciones que deben observarse con el fin de tasar las agencias en derecho que corresponden al presente asunto.
Ahora bien, para determinar el porcentaje a aplicar, es necesario precisar que el proceso iniciado por Morales Ariza es un ordinario laboral de primera instancia, tendiente a obtener el reconocimiento de la existencia un contrato de trabajo y el pago de unas acreencias laborales, cuyo trámite no mostró mayor complejidad; el tiempo trascurrido entre la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS y la de trámite y juzgamiento, fue poco más de tres meses, haciendo claridad en que la tardanza en la notificación a los demandados le es imputable exclusivamente a la parte actora, dado que retiró las comunicaciones para tales efectos el 12 de septiembre de 2014, cuando el auto admisorio fue proferido desde el 30 de mayo de igual año.  Por otro lado, la actuación en esta instancia no tuvo inconvenientes de ninguna naturaleza.

Respecto a la labor del procurador judicial de la recurrente, él intervino en ambas instancias en las diferentes audiencias programadas a través de abogada sustituta.
Puestas así las cosas, de acuerdo con las circunstancias relevantes que tuvieron lugar en el trámite de la primera instancia y que fueron analizadas en precedencia, las agencias en derecho fijadas inicialmente fueron bien tasadas por la juez de primer grado, que otorgó un 15.21% de la condena impuesta a Policlínico Ejesalud S.A.
Respecto a las costas de segundo grado, tampoco merece objeción el monto considerado por éste concepto, pues alcanzó el 1.74%, del hasta el 5% que faculta la norma, porcentaje que, de acuerdo con la sinopsis que del caso se hizo con antelación, atiende los criterios considerados por el legislador para calcular éstos conceptos.
Ahora, resulta extraño que la parte actora reclame como porcentaje ajustado a derecho el 10% de las condenas impuestas, cuando en realidad lo otorgado fue el 16.91%; no obstante, a pesar de ser ese su querer, no puede la Sala acceder a la misma, en virtud al principio de no reformatio inpejus.
En cuanto a la solidaridad que reclama se declare en contra de la Nueva EPS en relación con la condena total de costas y agencias en derecho, se precisa que aparte de resultar extemporánea tal aspiración, pues debió ser formulada a través del recurso de apelación contra la sentencia que impuso dicha carga a las llamadas a juicio, la misma no resulta procedente en la medida en que el artículo 34 del C.S.T. establece que el beneficiario o dueño de la obra es solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores, más no hace referencia a ningún otro concepto.
De conformidad con lo expuesto, la decisión recurrida será confirmada en su integridad.

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 23 de enero de 2017.
SEGUNDO.- COSTAS en esta instancia a cargo de la parte actora.
Notifíquese, 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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